



CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL DE MENORES DE CONFORMIDAD CON EL 
CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA EN COLOMBIA1 
 
     Resumen: El siguiente artículo es un resultado de investigación que fue realizado en el año 
2018 y pretendió analizar la custodia y el cuidado personal de menores de conformidad con el 
código de la infancia y la adolescencia. Al respecto, fueron consultados diferentes autores que 
corresponden a la aplicación del tema en una realidad socio jurídica colombiana, como es el caso 
de los conceptos emitidos por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Jurisprudencia 
Constitucional, entre otros tantos autores de libros, revistas, ponencias, entre otros elementos que 
constituyeron a la composición del estado del arte, en materia investigativa.  
     Palabras claves: Infancia, Custodia, Interés Superior, Procedimiento.   
     Abstract: This article is a result of research that was conducted in 2018 and aimed to analyze 
the custody and personal care of minors in accordance with the code of childhood and 
adolescence. In this regard, different authors were consulted that correspond to the application of 
the topic in a Colombian legal reality, as is the case of the concepts issued by the Colombian 
Family Welfare Institute, the Constitutional Jurisprudence, among many other authors of books, 
magazines, papers, among other elements that constituted the composition of the state of the art, 
in investigative matters.  
     Keywords: Childhood, Custody, Higher Interest, Procedure. 
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     Este artículo, analizó el concepto de la custodia y el cuidado personal de menores de edad de 
conformidad con el código de la infancia y la adolescencia, dentro de las dinámicas legales, 
jurisprudenciales y sociales de Colombia en contextos donde el concepto de familia es versátil 
(Barcía, 2012) y que genera ámbitos de diversidad en cuanto a la protección de los derechos de 
los menores de edad.  
     De acuerdo con los preceptos derivados de normas generales como es el caso del Código Civil, 
la familia no es persona jurídica, ni organismo jurídico dada su calidad de unión de personas que 
cumplen objetivos comunes con amor y cuidad, sino más bien, una institución jurídica y social 
que es regulada por el derecho para imponer a sus miembros los deberes y derechos para el 
cumplimiento de sus funciones (Ley 57, 1887).  
Ser padre y madre, en Colombia y en ordenamientos jurídicos afines, implica una serie de 
reponsabilidades que son afines con los derechos de sus hijos, la educación, la vivienda, la salud, 
componen actos de dignificación de la persona, con relación a los criterios que tenga el Estado, 
para la consolidación de los derechos de los menores de edad, esto al decir, que los derechos de 
los menores, no deben tener limitantes u obstáculos que impidan su porgreso moral y el ejercicio 
de sus plenos beneficios.  
     De acuerdo con el Código de la Infancia y de la Adolescencia, en Colombia se generó un 
paradigma de cambio (Lozano, 2016), respecto del cuidado de los menores de edad, en virtud del 




desde los tratados internacionales que desarrollan programas de interés, tales como la UNICEF2, 
entre otras tantas políticas internacionales para el desarrollo de todas las esferas del menor.  
    El Derecho de Familia, tiene su origen en el reconocimiento de las diferencias legales, respecto 
de otro tipo de procedimientos generales, por ese motivo, debe considerarse como parte del 
Derecho Civil y que en sus normas existen (Massini, 2003), dadas las garantías de orden 
constitucional que avasallan el interés del Estado en que se respeten las funciones de los 
involucrados en sus relaciones jurídicas. 
     También, es necesario considerar los enfoques de custodia que se dejan entrever a partir del 
desarrollo del Código General del Proceso, dadas las nuevas tendencias procesales (Mieles), en 
torno al progreso de los reconocimientos jurisprudenciales con relación al concepto de familia.  
2. Descripción del Problema y Metodología. 
 
Fue necesario determinar que, en algunos ordenamientos jurídicos, la patria potestad 
comprende unos aspectos personales y unos aspectos patrimoniales (Montejo, 2012). En ese 
sentido, se debe tener en cuenta que los conflictos que derivan en procesos judiciales por 
cuestiones de custodia y alimentos, se entretejen desde las disputas por el orden económico, 
debido a que las familias tienen diferentes necesidades, tales como su educación, salud y vivienda, 
y esto conlleva a que los padres, se vean abocados en responder continuamente por los menores 
de edad y que la legislación torne su especial atención en al menor, por promover acciones 
 
2 El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia o Unicef es una política pública internacional que 
busca el restablecimiento de los derechos de los menores de edad en consonancia con los objetivos del 




relevantes, que ayuden a mejorar el relacionamiento continuo entre el menor y su desarrollo 
adecuado (Noolan, 1984), es por esto que se generan diferentes enfoques, respecto del Cuidado 
Persona.  
 
El cuidado personal del menor es una facultad especial del ejercicio de la patria potestad, al 
respecto, la autora J. Barcía, indica que los conceptos de cuidado y custodia no pueden 
considerarse por separado, debido a que dependen entre sí y fortalecen los lazos de familia, y 
mejoran las condiciones en las cuales se encuentre el menor (Barcía, 2012). 
  
Por consiguiente, el padre es responsable por todos aquellos daños que se cometan o que 
sufra el menor de edad, en condiciones de cuidado o bajo la respectiva custodia (Pavez, 2012). 
Indicando además, que el ideal de la custodia se da en la medida en que ambos padres comparten 
de manera conmutativa los deberes del menor, con lo cual se garantiza su desarrollo y formación; 
en contravía, la figura de familia se encuentra revaluada, debido a que no todas las familias 
presentan dichos ideales y con ello, es posible que se entiendan de diferentes maneras los 
derechos especiales de los menores, respecto de sus entornos de familia.    
 
Sin embargo, para obtener la formación integral de un niño, este deber tener educación como 
un accesorio al ejercicio de la patria potestad. Porque así, se tiene la guarda y custodia del niño 
con los atributos exclusivos, que corresponden a la educación cotidiana, de conformidad con los 




otros, es allí, como la norma, en este caso, el Código de la Infancia y de la Adolescencia, en su 
artículo 23, establece: 
Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a que sus padres en forma 
permanente y solidaria asuman directa y oportunamente su custodia para su desarrollo 
integral. La obligación de cuidado personal se extiende además a quienes convivan con 
ellos en los ámbitos familiar, social o institucional, o a sus representantes legales. (Ley 
1098, 2006) 
 
En consecuencia, se puede establecer que la educación, en los aspectos relacionados con los 
derechos de la personalidad, que corresponde a ambos padres, a pesar que sólo uno de ellos tenga 
la guarda y custodia. La guarda otorga una facultad de educación exclusiva de quien custodia, por 
este motivo, también es necesario evaluar, el derecho a los alimentos, como una afinidad (Pojman, 
1982) de los menores respecto de su proceso de formación:  
Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a los alimentos y demás medios para 
su desarrollo físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social, de acuerdo con la 
capacidad económica del alimentante. Se entiende por alimentos todo lo que es 
indispensable para el sustento, habitación, vestido, asistencia médica, recreación, 
educación o instrucción y, en general, todo lo que es necesario para el desarrollo integral 
de los niños, las niñas y los adolescentes. Los alimentos comprenden la obligación de 
proporcionar a la madre los gastos de embarazo y parto. (Ley 1098, 2006) 
Para plantear el problema, fue necesaria la revisión adecuada de los derechos y deberes de los 
padres para con sus hijos menores de edad, la Custodia y el cuidado personal planteados por el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICFB, asñi, como el Procedimiento Administrativo y 
Judicial para solicitar la custodia y cuidado personal.   
La fundamentación del problema centra su atención en los procesos administrativos  
desarrollados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar al determinar en cabeza de quien 




normas procedimentales y el interés superior de los menores desarrollados en el artículo 44 de la 
Constitución Política de 1991.  
 
Al respecto, como marco normativo se tuvo en cuenta lo desarrollado por el Código de 
Infancia y Adolescencia en Colombia, Ley 1098 de 2006, la Constitución Política de Colombia 
1991 y el Código Civil de 1887.  
 
 El escrito, permite entender sí las prácticas de restablecimiento y garantía de derechos, son 
eficaces y han sido aplicadas con la solvencia normativa que se predicaba desde los debates 
legislativos  de la ley 1098 de 2006; es decir, permitirá comprender el alcance de la norma y cómo 
ha sido interpretada desde la doctrina penal.  
 
A su vez, la novedad de la propuesta indica que el sistema de responsabilidad de los 
funcionarios encargados de otorgar la custodia de los menores opera de manera especial y tiene en 
cuenta el artículo 44 de la Constitución Política, que describe el interés superior de los menores.  
 
La historia de la custodia de menores se encuentra en proceso de construcción, e investigar su 
estado actual es una necesidad, puesto que no se conoce ningún documento en el país que se 
refiera al estado del arte. Se hizo necesario hacer una averiguación sobre los estudios, 





Lo anterior implica una revisión y análisis de libros, monografías, artículos de revistas, 
periódicos, internet, que hagan referencia al tema para conocer sus antecedentes  investigativos,  
buscar hacer una presentación ordenada y breve de dichos antecedentes y hacer una referencia 
sucinta sobre las más actualizadas publicaciones. 
 
El artículo, tiene un planteamiento desde la base procesal, para evaluar actuaciones de los 
funcionarios y si estas, tiene injerencia los resultados de los procesos del sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes.  
 
Así, la contextualización dentro del conocimiento científico está enmarcada desde las 
necesidades institucionales que tiene el ICBF con relación a los avances de protección y custodia 
de menores de edad, de acuerdo con el artículo 44 de la Constitución Política con relación al 
interés superior de los menores de edad en Colombia. 
 
No obstante, esa regla general puede presentar unos elementos de excepción, debido a que si 
se encuentra en un entorno de hostilidad para el niño, es posible que sea separado en pro de 
constituir con el permanente restablecimiento de sus derechos. Con lo cual las causas del 
problema están determinadas por los criterios de custodia que el ICBF tiene para otorgar la 






Así, los principales actores participantes en forma activa serán el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF) y los juzgados que son involucrados en estos procesos y como parte 
pasiva o indirecta, los menores de edad, que no serán analizados de manera directa en este ensayo, 
porque lo que realmente interesa conocer son los criterios del instituto para el otorgamiento de la 
custodia.  
 
Así entonces, para plantear el camino o método para dar respuesta a la parte resolutiva, el tipo 
de investigación es cualitativo de carácter observacional descriptivo, porque pretende una visión 
más globalizada de acuerdo con el concepto de Restablecimiento de Derechos para Menores de 
Edad. Para esta teoría metodológica se consultó al autor Julio Rodríguez Ortega, en su texto 
Metodología de la Investigación, aplicado a las ciencias jurídicas.   
3. Fundamentación teórica  
     Se buscó clarificar aspectos relacionados con la estructura del procedimiento de 
restablecimiento de los derechos de los menores, respecto de sus cuidados, custodia, entre otros 
tantos elementos que son vinculantes de tal forma, que permitan dilucidar qué elementos son los 
que debe tener en cuenta el funcionario, respecto de dichos criterios de protección. (Rivas, 2014). 
    Sin embargo y teniendo en cuenta, diferentes tendencias de protección de los derechos de los 
menores, que tienen sus fuentes en aspectos religiosos, morales o educativos, se encuentran 
posturas proteccionistas que tienen una tendencia hacia el paternalismo, resultan contrarias a las 





     Porque la restricción de los derechos de los menores, constituye una grave contravención a sus 
demás beneficios y formación, plan que es opuesto a los fines esenciales del Estado, respecto de 
sus márgenes de protección de los principios del artículo 44 de la Constitución Poñitica   
Así por ejemplo y en relación al reconocimiento y ejercicio de los derechos del niño por parte del 
Estadoapunta la existencia de tres posiciones básicas: el libertarismo, el perfeccionismo moral-
jurídico y el paternalismo jurídico, considerando la autora que este último es el más acorde 
respecto del concepto de niño, las teorías de las necesidades humanas, el fundamento de los 
derechos humanos y los niños como personas morales (González, 2008).  
 
    Teniendo en cuenta que el menor es un sujeto vulnerbale frente a la reclamación de sus 
derechos fundamentales, las acciones del Estado están encaminadas para para dar autonomía, y 
capacidad a los menores para que salgan de esos estados de vulnerabilidad, con lo cual se logra un 
empoderacmiento que permite que los adultos y los menores, en consonancia con sus derechos, 
puedan ejercer múltiples acciones que contrarresten las dificultades o problemas que se presenan 
por incumplir o lesionar los derechos mínimos del menor. (Espíndola, 2015). 
Una vez, se revisaron los antecedentes que existen en materia de eficacia y aplicación de las 
normas, según Hans Kelsen, se evidenció que la teoría que se abordada por parte del filósofo del 
derecho, para explicar que “la validez de las normas es a la norma lo que la realidad es a los 
hechos naturales.  
 
La validez de la norma no es algo real, y pertenece al campo del deber y no al campo del ser” 
(Kelsen, 1982, p. 22) por tal motivo, que la teoría de las nomas, enfocadas hacia lo social, 
permeen de forma sustancial, el desarrollo de otras normas conexas, como es el caso del código 




pretendió el desarrollo de una norma, por medio de la cual, se garantizaran ámbitos de validez, 
para que los menores de edad tengan un régimen legal especial, aplicable a condiciones de 
restablecimiento de sus derechos fundamentales, adopción, comisión de conductas punibles, entre 
otras.  
      
     En este orden de ideas, la teoría del autor Kelsen, es aplicada en la medida de la validez de la 
norma, por lo tanto, al verificar las notas de vigencia, hacia 13 años de aplicación de la Ley 1098 
del año 2006, se encuentra que la norma se ha aplicado sin un régimen de modificaciones tan 
extenso, lo cual, en el desarrollo de las normas en el país, resulta trascendental, por cuanto han 
existido normas que son convidados de piedra, o que no funcionan de la manera prevista por el 
Congreso de la República, cuando debatió en debida forma la Ley.  
 
    Para fundamentar teóricamente, la validez de la norma en mención, es necesario indicar que, 
existen dentro de la obra del filósofo del derecho positivo, apartes que encuentran dualismos con 
relación a la norma, debido a que, si se tienen normas que son aplicadas en el tiempo, con una 
rigurosidad, y además están acompañadas de políticas públicas aplicables y concretas, es posible 
dilucidar que la norma en estudio, con relación al cuidado y a la custodia, resulta eficaz y positiva 
dentro del ordenamiento jurídico.  
 
Asimismo, Kelsen  en su obra explicó que; “hay que distinguir la validez de la norma, que no 




Hay relación entre validez y eficacia porque una norma jurídica sólo es considerada como 
objetivamente válida cuando tiene un mínimo de eficacia.” (Kelsen, 1982).  
 
Sin embargo, una vez se analiza el principio filosófico de Kelsen que aduce que “una norma 
puede ser válida, cuando tiene un mínimo de eficacia”, se refrenda ésta teoría como una base para 
la investigación, porque aunque los criterios de otorgamiento de custodia de menores se 
encuentran en situaciones de reubicación, es decir, no vale porque su contenido pueda inferirse, 
mediante un argumento deductivo lógico, de una norma fundamental básica presupuesta, sino por 
haber sido producida de determinada manera, y en última instancia, por haber sido producida de la 
manera determinada por una norma fundante básica presupuesta. Por ello, y sólo por ello, 
pertenece la norma al orden jurídico” (Kelsen, 1982). 
 
Por tanto se indagó en la presente investigación si son conducentes los criterios que utiliza el 
ICBF, para otorgar la custodia y cuidado personal de menores en Colombia.  
     Tabla 1: Marco legal asociado a la custodia de menores en Colombia.  
Nivel Normativa Información relacionada 
Nacional  Código Civil 
colombiano 
El código civil colombiano, tiene el un esquema de 
definición de la familia, el entorno legal de la misma, 
entre otras, que permiten a los colaboradores en 
general, la interacción con la norma jurídica.  
Nacional Congreso de 
Colombia. (2006). 
Código de Infancia 
El Código de la infancia y de la adolescencia, 
desarrolla un esquema de protección al menor y su 






traza rutas para el desarrollo del menor desde el 
entorno legal.  
Nacional Congreso de 
Colombia. (2009). 
Ley 1361. Por 
medio de la cual se 
crea la ley de 
protección integral 
a la familia. 
Tiene que ver con la protección especial del Estado 
para la familia y el entorno de desarrollo familiar en 
educación, salud y vivienda, tiene pautas de carácter 
general, respecto de qué es la familia, cómo es el 
entorno sicosocial de la misma, entre otros 
elementos.  
Nacional Congreso de 
Colombia. (2009). 
Ley 1306.  
Establece la protección integral y el desarrollo legal 
colombiano de personas co algún nivel de 
discapacidad.  
Internacional CADH 1969 El pacto de San José de Costa Rica de la CADH, 
establece un entorno de protección especial a al 
infancia y a la adolescencia, en sus entornos de 
familia, educación y formación.  
 
Internacional Convención sobre 
los derechos del 
niño de 1989. 
Esta convención es un instrumento importante y 
trasecendental a la hora de formular principios y 
leyes en el ordenamiento interno, debido a que se 
formulan dentro de un denominado grupo de 
protección a los menores y explican la 
reglamentación que se debe seguir de acuerdo al 




Sentencia T- 500 
de 1993   
La regulación de las visitas, es un equivalente a 
compartir de manera específica, la custodia y el 
cuidado del menor, en esta sentencia, la Corte 




explica que el régimen de custodia, debe formularse 
de tal manera que no indique un menoscabo para la 
salud mental de los menores, tampoco debe soterrar 
su dignidad humana y ante todo, se deben garantizar 
ámbitos seguros de bienestar.   
Nacional Corte 
Constitucional 
Sentencia T- 189, 
de 2003 
Desarrolla el derecho de uno y otro progenitor a 
entablar y mantener sin obstáculos, las relaciones 
afectivas con sus hijos. 
Nacional Corte 
Constitucional  
Sentencia C- 997, 
de 2004 
Se establece que existen unos elementos importantes 
que deben ser tenidos en cuenta dentro de la figura 
que representan los menores para las familias, define 
entre otras la tutela, del cuidado y la custodia que se 
deben tener con los menores, motivo por el cual, la 
patria potestad, es una condición sublime y especial 
para quien la posee.  
Nacional Corte 
Constitucional 
Sentencia C- 577 
de 2011. 
Explica y analiza los derechos, cargas, deberes y 
obligaciones en la patria potestad cuando es 
compartida, de acuerdo con los prinicpios de custoria 





Sentencia T- 266 
de 2012  
En este fallo, la Corte Constitucional explica cuales 
son los elementos diferenciales de las pruebas a tener 
en cuenta, dentro de un debido proceso de custodia y 
restablecimiento de los derechos de los menores, de 
la sicguiente manera: El padre o la madre deben estar 
en plena capacidad de establecer posiciones de 




factores educativos, de salud y desarrollo, se deben 
promover acciones conjuntas para fortalecer los 
vínculos que representan la segurdiad sicológica del 
menor, de acuerdo con el concepto que emite el 
colegio colombiano de sicología.  
Fuente: Propia 
     De lo anterior se desatan diversas interpretaciones jurídicas, respecto del bienestar del menor, 
debido a que la patria potesdad es un derecho tanto para los padres, como para los hijos y es por 
esto que dentro de los resultados del presente escrito que a continuación se relacionan, se pretende 
formular una adecuada interpretación de lo dispuesto por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar ICBF para el cuidado y la prevención filoparental de la familia.  
      
4. Resultados o Hallazgos   
Respecto de los derechos y Deberes de los padres, estos deben ser ejercidos de manera 
conjunta, de acuerdo con concepto jurídico del ICBF3 en donde se explica que la patria potestad 
es exclusiva de los padres, empero existen situaciones por medio de las cuales por motivos de 
fuerza mayor o caso fortuito, esta debe ser trasladada a otros miembros de la familia, quienes se 
comprometen con el Estado a cumplir fielmente los deberes de custodia y cuidado personal. 
Asimismo, el Código Civil respecto de los hijos no emancipados, establece que su custodia 
pertenece a los dos padres (o a uno a a falta definitiva del otro) por ese motivo, cuando existen 
 




disputas respecto de qué padre se debe quedar con el menor, lo ideal, de acuerdo con los 
procedimientos revisados, estaría de parte de aquel padre que logre garantizar unos mínimos de 
establidad emocional y financiera para el menor.  
También, disponen las leyes, que el menor en estado de adoptabilidad, busca la custodia, el 
cuidado y el cariño que se ve representado en diferentes elementos, tales como, la 
irrenunciablidad de sus derechos, así como el intransferible derecho de decidir, si se encuentra en 
condiciones de hacerlo, de cuál padre prefiere que le acompañe en sus procesos de formación, 
motivo por el cual, que los jueces dentro del procedimiento civil especial para tal fin, establezcan 
dentro de las audiencias de custodia, sendos interrogantes que son tendientes a determinar las 
intenciones que los padres tienen respecto del menor. 
La  custodia y el cuidado personal del menor, en los casos en los que existan diferencias de 
situaciones familiares, como los divorcios o las nulidades matrimoniales, como se dijo 
anteriormente, el juez deberá asegurar la calidad de vida del menor y esto se logra de acuerdo con 
lo previsto en el código de la infancia y de la adolescencia, con respeto de los derechos del menor.  
La Ley 1098 de 2006 en su artículo 23 establece la custodia y cuidado personal, la presenta 
como un derecho de los niños y una obligación de los padres o representantes legales, en 
consonancia con los principios del interés superior del menor y la dignidad humana, dispuestos de 
manera especial en el artículo 44 de la Constitución Política, disponiendo que el papel de los 
padres es fundamental, a menos que uno de ellos sea perpetrador de maltrato de desaveniencias en 




retirando al menor de los espacios en los cuales tienen vulnerabilidad y por el contrario, se pasa a 
un hogar en el cual exista una vocación de cuidado especial.  
La protección a la niñez en Colombia, de acuerdo con las leyez, “gozará de una protección 
especial y dispondrá de oportunidades y servicios, para que pueda desarrollarse física, mental, 
moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de libertad 
y dignidad”. 
De la misma manera, se resalta el Estado tiene el deber de promover de manera continua, 
todas aquellas acciones que sean en pro del beneficio del menor, para que existan mejores 
condiciones que permitan establecer nuevos desarrollos por parte de las instituciones, así se 
trabaja y se construye un país ecuánime, en el desarrollo de la familia y los derechos de los 
menores, se resalta el siguiente aparte, que refiere de manera directa el cuidado y la custodia del 
menor, en la Sentencia T500 del año 1993 de la Corte Constitucional; 
No son sólo los derechos de los hijos menores los que están en juego al momento de fijarse una 
reglamentación de visitas: también los de cada uno los padres, derechos que deben ser respetados 
mutuamente. El trámite administrativo para regular la custodia y el cuidado personal de un niño, 
niña o adolescente se lleva acabo ante el Defensor o Comisario de Familia, teniendo en cuenta el 
domicilio del menor de edad y la competencia territorial de la autoridad administrativa. (Corte 
Constitucional, T500, 1993)   
 
     En la Ley 1098 de 2006, se establece el procedimiento administrativo a seguir, de acuerdo con 





















La Autoridad cita a las partes a conciliación, 
que debe celebarse en un término no mayor a 
diez días hábiles.  
 
Si existe voluntad de conciliación, se suscribe 
acta con los resultados de la misma y los 
compromisos.  
 Cuando no se puede conciliar, la autoridad, expide un acto 
administrativo (Resolución) por la cual, se deciden las situaciones 
especiales del menor de edad, tales como cuidado, custodia, cuota 
alimentaria, régimen de las visitas, entre otras y la carga impositiva 
para el padre que debe cumplirla.  
 
De la Resolución de la Autoridad (Comisario de 
Familia) se da un traslado a las partes para que se 
pronuncien por un término de cinco días.  
 
Vencido ese término de traslado de las partes, se decretan las pruebas y se 
emite un fallo, el fallo debe encontrarse en consonancia con lo dispuesto en 
la resolución inicial y en el petitorio de la demanda que reclama el padre 


















Fuentes: Sentencia C577 de 2011, Congreso de la República, Artículo 100 de la Ley 1098 de 
2006 e información complementaria del ICBF.  
La actuación administrativa se decide dentro de los cuatro y los seis 
meses sigiuentes a la práctica de las pruebas, con un fallo, que 
también es un acto administrativo que convoca a las partes.  
 
Contra esta decisión, procede el recurso de 
reposición, que de acuerdo con la Ley1437 de 2011, 
se debe interponer dentro de los 10 días hábiles 
siguientes a la notificación.  
 
Para inciar el trámite judicial, se debe agotar el requisito de 
procedibilidad, descrito en la Ley640 del año 2001, para poder 
inciar el proceso.  
 
Si existen medidas cautelares se puede acudir directamente al 






La demanda de custodia y cuidado personal de un menor, se adelanta como un proceso 
verbal sumario, de conformidad el Código General del Proceso, ante el Juez de Familia del 
domicilio del menor y con apoderado, de ser necesario para alguna de las partes, la Defensoría 
del Pueblo, apodera este tipo de procesos para el desarrollo de la justicia civil familia.  
Por consiguiente, la Corte Constitucional, en sentencia C179 de 1995 explicó:  
“El proceso verbal sumario pertenece al grupo de los juicios que el Código clasifica y 
denomina declarativos y, como su nombre lo indica, se caracteriza por ser breve y ágil, pues se 
ha creado con el fin de resolver algunos asuntos que, en razón de su naturaleza o dada la 
cuantía de la pretensión, no requieren del despliegue de una actividad procesal amplia, ya que 
en muchas ocasiones con el cumplimiento de unas pocas diligencias es posible decidir; lo que 
permite su evacuación rápida por parte de los funcionarios competentes”. 
 
Por tal motivo, se deben seguir las reglas de respeto por los procesos, tanto por la fase 
administrativa, así como por la fase judicial, para que exista un procedimiento que respete los 
mínimos de dignidad e interés superior del menor, con las obligaciones y las cargas de las 
partes, con el respeto también de los términos que tienen los comisarios de familia en pro de 








5. Conclusiones  
Es necesario indicar que, los derechos fundamentales de los menores, se encuentran 
protegidos en virtud del derecho internacional y en consonancia con el principio del interés 
superior que tienen desde el momento del nacimiento hasta cuando cumplen la mayoría de 
edad. 
Las normas de orden legal y constitucional, consagran los derechos de los menores para 
elegir sus derechos, o que estos, sean asignados de acuerdo a sus necesidades, para lo cual se 
hace un retiro del entorno lesivo y se otorga su custodia a otra persona que garantice cuidado 
personal. La custodia, es el cuidado que los menores reciben de los padres o tutores legales.    
Las tendencias jurídicas, encuentran siempre unos indicadores hacia la familia y a la 
composición de la misma, para el desarrollo y el bienestar de los menores de edad, 
consierdando además que un menor que crece en condiciones afines de custodia, fortalece su 
proyecto de vida y sus lazos con el entorno.  
Cabe resaltar que en el país, la Corte Constitucional es abanderada de muchos principios 
de la familia, dentro de los procedimientos de custodia, porque si bien es cierto, existen leyes 
en materias específicas para tal fin, la Corte ha surtido sendas batallas interpretativas, que le 
han permitido conceptuar y fortalecer aquellas dudas que se tuvieren respecto del menor y su 




Existen estapas fundamentales dentro de los procedimientos de otorgamiento de custodia 
de los menores, los mismos, están trazados o tienen relevancia desde los fines u objetivos que 
los funcionarios pretendan respecto del menor, esto al decir, procesos de indagación, 
fortalecimiento del proceso de formación y la trascendencia que tenga para la custodia del 
menor, el padre o enterno que le sea asignado.  
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